
    

     
     

         

         
            
          

          
           
              

          
           

          
         

              
           

          
         

       
           
        

             
           

         
           
           

CIRCULAR NUMERO 2/l986 

LA PRUEBA DE LA ALCOHOLEMIA 
COMO INTEGRADORA DEL TIPO DEFINIDO 

EN EL ARTICULO 340 BIS , A), DEL CODIGO PENAL 

I 

Una de las conductas típicas expresadas en el artícu­
lo 340 bis, a), del Código Penal , es la de conducir vehículos 
de molor bajo la influenc ia de bebidas alcohólicas. Las su­
cesivas reformas a partir de la introducción de esta conducta 
en la esfera penaJ se han caracterizado por un mayor rigor. 
Si la Ley de 9 de mayo de 1950 exigió que el conducror se 
colocara en un estado de incapacidad para realizar el acto 
de conducir con seguridad. la Ley de 24 de diciembre de 
1962 requería la existencia de un estado de manifiesta into­
xicación etíl ica aunque la conducción fuere correcta , y, en 
fin , a partir de la Ley de 8 de abril de 1967, que incorpora 
el artículo 340 bis, a), al Código Penal, se ha eliminado 
incluso el carácter de que la influencia sea manifiesta. El 
anteproyeclO de Código Penal de 1983 (art. 334) pretende 
establecer nuevamente que las sustancias alcohólicas impj· 
dan conducir con la necesaria seguridad , tesis de la que se 
hace eco positivamente la sentencia del Tribunal Supremo 
de 29 de noviembre de 1984, en la que tras señalar la seve· 
ridad de la norma en vigor. afinna que se están propiciando 
posibles modificaciones en el futuro Código al exigirse otra 
ves que el deliro tenga que basarse, aparte del especial esta­
do , en una real y efectiva incapacidad para conducir. Ya no 
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es , pues. elemento del tipo el hecho de que la ingestión de 
alcohol impida conducir con la necesaria seguridad, ni que 
la influencia sea manifiesta. Es acto típico conducir bajo la 
influencia del alcohol. Para la dirección rigurosamente obje­
tiva basta la intoxicación alcohólica de quien conduce sin 
que sea necesario un peligro concreto. O bien, puede pen­
sarse, que es insuficiente conducir con un índice alcohólico 
determinado, debiéndose acudir a otras circunstancias ya se 
refieran a la técnica misma de la conducción o a las faculta­
des o reflejos demostrados por el conductor. Pero en cuales­
quiera de los casos esa influencia debe ser probada. La 
prueba puede concretarse a sus efectos, que se apreciarán 
en el manejo del vehícu lo o ineptitud para conducir, pero 
que también puede proyectarse objetivamente sólo en la in­
tensidad de la intoxicación alcohólica o embriaguez del con­
ductor. En este plano objetivo -que no exige el estado de 
incapacidad en el conductor ni precisa la demostración de 
un peJ.igro concreto -alcanza un gran valor la llamada he­
moconcentración o impregnación de alcohol en sangre. Se 
trata de la prueba encaminada a determinar la tasa de al­
coholemia, regulada por la Orden de 29 de jul.io de 198 1. 
Aunque los resultados de los test alcoholornétricos puedan 
ser vinculantes a efectos de sanción gubernativa, no esca­
pan, sin embargo, al criterio valorativo del Juez penal para 
decidir sobre la existencia-inexistencia del delito , pues lo 
que ha de probarse no es la tasa de alcohol en sangre sino 
la influencia de las bebidas alcohólicas en la conducción. A 
este respecto es preciso citar dos reciemes sentencias del 
Tribunal Constitucional. La de 28 de ocrubre de 1985 (Fun­
damento Jurídico 4 , párrafo quinto) dice que el supuesto 
delictivo del artículo 340 bis, a), «no consiste en la presen­
cia de un detenninado grado de impregnación alcohólica 
sino en la conducción de un vehfculo de motor bajo la in­
fluencia de bebidas alcohólicas». Y la de 30 de octubre de 
1985 (Fundamento jurídico 4) expresiva de que «la influen­
cia de bebidas alcohólicas constituye un elemento normativo 
del tipo penal que consecuentemente requiere una valora-
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ción del Juez, en la que éste deberá comprobar si en el caso 
concreto del conductor se encontraba afectado por el aJ­
eohol , ponderando rodos los medios de prueba que reúnan 
las debidas garantías procesales», 

Como se ha cuestionado la constirucionalidad de la prue­
ba de alcoholemia que regula la Orden de 29 de julio de 
198 1 y han susc itado problemas tanto los requisitos que con­
dicionan su va ljdez como las garantías que deben ser obser­
vadas durante la práctica de esta prueba, en la presente Cir­
cular se pretende aclarar tales cuestiones con fundamento 
especial en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, sin 
olvidar una meritoria aportación procedente de la Sección 
de Derechos Fundamentales de la Fiscalía de la Audiencia 
Territorial de Madrid. 

ll. CONFORMIDAD CONSTITUCIONAL DE LA PRUEBA 

DE ALCOHOLEMlA 

Parte de la doctrina científica al analizar la Orden de 29 
de julio de 1981, reguladora de la prueba de alcoholemia, 
ha llegado a la conclusión de que en ella se vulneran algunos 
derechos fundamentales. Mas ha de estarse en este punto a 
la interpretación del Tribunal Constitucional, que en un sen­
tido general ha declarado que «(en modo alguno puede consi­
derarse inconstitucional la previsión normativa de una prue­
ba tendente a determinar el grado de alcohol en sangre de 
los conductores de vehículos de motor, según clijimos en el 
auto 62/1983 , de 16 de febrero, y ello sin perjuicio de que 
la forma de realización de dicha prueba pueda presentar as­
pectos de relevanc ia constitucional como se señaló en el 
auto 3711984, de 30 de enero» (Sentencia de 7 de octubre 
de 1985 , Fundamento jurídico 3). 

Aparte esta declaración genérica, el Tribunal Constitu­
cional ha particularizado, examinado si la prueba de alcoho­
lemia conculca concretos derechos fundamentales acogidos 
en la Constitución. 
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1. De un lado, ha establecido que la investigación del 
grado de impregnación alcohólica no vulnera el derecho de 
la imegridad física del artículo 15 de la Constitución, pues 
«como sostiene el Ministerio Fiscal con apoyo en la decisión 
de 13 de diciembre de 1979 de la Comisión Europea de 
Derechos Humanos. ni aun el examen de sangre conslituye 
una injerencia prohibida por el artícu lo 15, y menos la in~ 
vestigaci6n mediante aparatos de detección alcohólica del 
aire inspirado» (sentencia de 4 de octubre de 1985). Y otra 
sentencia , la de 7 de octubre de 1985, contempla la decis ión 
del recurrente de someterse a una nueva prueba con el al­
coholímetro de precisión . y afirma que es supuesto radical­
mente distinto al que dio lugar a la decisión de la Comisión 
Europea de Derechos Humanos de 13 de diciembre de 1979 
en la que se sostiene que si bien la ejecución forzosa de un 
análi sis de sangre constituye una privación de libel1ad, esta 
privación es, en el caso considerado , legítima y no contraria 
al artículo 5 de la Convención. 

2 . Que en orden a la eventual violación del derecho a 
la libertad personal expresado en el articulo 17, 1, de la 
Constitución, la sentencia de 7 de ocrubre de 1985 dice que 
«no es esta la situación - la de detenido- de quien condu­
ciendo un vehículo de motor es requerido policialmente para 
la verificac ión de una ptUeba orientativa de alcoholemia, 
porque ni el así requerido queda sólo por ello detenido en 
el sentido constitucional del concepto ... ni se exorbitan las 
funciones propias de quienes tienen como deber la preserva­
ción de la seguridad del tráns ito, y en su caso -en mé­
rilo a Jo dispuesto en eJ artic ulo 492, l . de la Ley de En­
juiciamiento Criminal- la detención de quien intentare co­
meter un delito o lo estuviere cometiendo. En otros ténru­
nos, la verificación de la prueba que se considera, supone 
para el afectado un sometimiento no ilegít imo, desde la 
perspectiva constitucional, a las normas de policía, someti­
miento al que incluso puede verse obligado sin la previa 
existencia de indicios de infracción en el CursO de controles 
preventivos rea li zados por los encargados de veJar por la 
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regularidad y seguridad del tránsito». Este mismo funda­
mento jurídico tercero de la sentencia, concluye que «la ve­
rificación misma de las pruebas no configura el supuesto de 
detención» y que «s610 a partir de la apreciación de l resulta­
do positivo del examen pericial practicado puede hablarse 
en rigor de detención». 

3. Sobre si existe o no violación , con la prueba de la 
alcoholemia, del derecho a 110 declarar (art. 17,3) o del 
derecho a no declarar contra sí mismo ya na confesarse 
culpable (art. 24, 2), la sentencia de 4 de octubre de 1985 
ha dicho que «el deber de someterse al control de alcohole­
mia no puede considerarse contrario al derecho a no declarar 
ya na declarar contra sí mismo yana confesarse culpable, 
pues no se ob liga al detectado a emitir una declaración que 
exteriori ce un contenido admitjendo su culpabilidad, sino a 
tolerar que se le haga objeto de una especial modalidad de 
pericia, exigiéndole una colaboración no equiparable a la 
declaración comprendida en el ámbito de los derechos pro· 
clamados en los artículos 17, 3, y 24, 2. de la Constitu­
ción». Y la de 7 de octubre de 1985, estableció que la reali­
zación misma del análisis no entraña exigencia alguna de 
declaración autoincrimillatoria del afectado y sí sólo la veri­
ficación de una pericia técnica de resultado incierto. 

ill. ALCANCE. REQUIS ITOS Y VALOR PROBATORIO 

DEL TEST ALCOHOLOMé.TRICO 

1. Presupuestos y garantías que hall de revestir 
la prueba de alcoholemia 

La regularidad técnica en la práctica de los análisis de 
alcoholemia es esencia l para la producción de ulteriores 
efectos probatorios. He aquí algunas notas indispensables. 

a) Se trata de un acto voluntario. pues no existe ob liga· 
ción legal de someterse a la prueba de precisión sobre el 
grado de impregnación alcohólica ni a la de anális is de san· 
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gre, sin perjuic io de la infracción administrativa en que se 
pudiera incurrir con la negativa (art. 8 de la Orden de 29 de 
julio de 1981 y arto 52 del Código de la Circulación) porque 
tal sanción no representa -una coacción ilegítima, sino la 
coercibilidad propia de l Derecho. En consecuencia. nad ie 
puede ser compelido coercitivamente con vis física a la veri­
ficación de estos üpos de análisis (sentencia del Tribunal 
Constitucional de 7 de octubre de 1985, Fundamento jurídi­
co 3), pero no hay ejecución forzosa de la investigación de l 
alcoho l cuando simplemente se invita a ello y voluntaria­
mente se acepta (sentencia del Tribunal Constinlcional de 4 
de octubre de 1985 , Fundamento jurídico 3). 

b) Es preciso efectuarla mediante aparatos de detec­
ción alcohólica del aire espirado que estén autorizados ofi­
cialmente (art. 3 de la Orden de 29 de jul io de 1981 y sen­
tencia del Tribunal Constitucional de 7 de octubre de 1975) . 

c) Si la prueba es positiva (impregnación alcohólica 
superior a 0,80 gramos por 1.000 cm) de alcohol en sangre) 
el interesado tiene derecho a una segunda prueba con apara­
to de precisión, así como a la contrastaci6n de los resultados 
por análisis clínicos (art. 4 de la Orden de 29 de julio de 
1981). No se impone, pues, la segunda prueba o el análisis 
de sangre , sino que deben efectuarse sólo a petición del 
interesado. 

d) Dada la imposibil idad de su reproducción en el jui­
cio oral ha de estar rodeada de las máximas garantías de 
fiabilidad, por lo que se infringe el derecho a la defensa del 
interesado: 

a') Si no fue informado por los Agentes policiales de 
las posibilidades que la reglamentación vigente le ofrece de 
solicitar la práctica de una segunda medición y del análi­
sis de sangre , deber que ha de entenderse derivado del ar­
tículo 24, 2, de la Constitución (sentencias de l Tribunal 
Constitucional de 3 de octubre de 1985 , Fundamento jurídi­
co 2; 28 de octubre de 1985 , Fundamento jurídico 5, y de 
30 de octubre de 1985 , Fundamento jurídico 2). 
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b') Si el resultado de la prueba no aparece firmado por 
el interesado (sentencia de 28 de octubre de 1985, Funda­
mento jurídico 5). 

Pero conforme a la sentencia de 7 de octubre de 1985 
(Fundamento jurídico 3) la realización de esta prueba no 
requiere de las garantías inscritas en el articu lo 17 , 3, de la 
Constitución, dispuestas específicamente en protección del 
detenido y no de cualquiera que se halJe sujeto a las nOnTIas 
de policía de tráfico. Tampoco se ostenta derecho a que se 
le indique por los Agentes el fln al que se encamina la prác­
tica de la prueba . 

2. La utilizaci6n del test alcoholométrico 
contenido en el atestado como prueba 
en la fundamentaci6n del fallo 

La utilización del test alcoholométrico como medio de 
prueba, cuando se ajuste estrictamente a su nonnativa, no 
supone una aplicación analógica en perjuicio del acusado 
(sentencia de 30 de ocrubre de 1985 , Fundamento jurídi­
co 4). Tal test puede ser favorable o adverso al imputado, 
pero ¿el hecho de su incorporación al atestado, siendo desfa­
vorable, es condición suficiente para desvirtuar la presun­
ción de inocencia?, ° en tales casos, en cuanto fonna parte 
del contenido del atestado, ¿ha de calificarse como simple 
denuncia e inhábil para destruir la presunción de inculpabili­
dad del conductor afectado? 

a) El atestado en abstracto no ratificado es un acto pre­
procesal ¡nidóneo para introducir los hechos activamente en 
la sentencia . 

La doctrina del Tribunal Constitucional sobre este pun(Q 
se inició con la sentencia de 28 de julio de 198\ , confonne 
a la cual el atestado tiene en principio únicamente valor de 
denuncia como señala el artículo 297 de la Ley de Enjuicia­
miento Criminal , y no basta para que se convierta en prueba 
de confesión con que se dé por reproducido en el juicio 
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oral, raz6n por la cual la mcra aportación de un atestado no 
constituye la activ idad probatoria necesaria para desv irtuar 
la presunción de inocencia elevada por el artículo 24 , 2 , de 
la Constitución a la categoría de derecho fundamental. De 
igual modo , la sentencia de 3 de octubre de 1985 (Funda· 
mento jurfdico 1, inciso tercero) recogiendo la doctrina de 
otra sentencia. la de 30 de enero de 1984. y la del Auto de 
28 de marzo de 1984, declara que el atestado policial tiene 
un valor de denuncia y no de prueba, y para que se convierta 
en au téntico elemento probatorio en el proceso no basta con 
que se dé por reproducido en el juicio oral. sino que es 
preciso que sea reiterado y ratificado ante el órgano judicial , 
normalmente mediante la declaración testifica l de los agen­
tes policiales fínnantes de l atestado. La falla de carácter 
probatorio de l atestado no ratificado deriva del artículo 297 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. no desvirtuado por 
otros preceptos legales, que sólo admiten el va lor de ciertas 
diligencias preparatorias o sumariales como pruebas antici­
padas a las que se practiquen en el juicio oral (art. 730 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y art . 8 de la Ley Orgá­
nica 10/ 1980, de 11 de noviembre), sino que se expl ica tam­
bién porque los actos de investigac ión policiales que constan 
en los atestados no son diligencias sumariales. L1Nentencia 
de 28 de octubre de 1985 (Fundamento jurídico 2) dice que 
los Tribunales ordinarios no están autorizados en principio 
a formar su convicción respecto de la prueba sobre la base 
de los atestados policiales realizados con anterioridad a la 
fase sumarial, sin la necesaria inmediación y contradicción. 
atestados a los que sólo puede atribuirse el va lor de una 
denuncia. Y, en fin . la de 30 de octubre de 1985 (Funda­
mento jurídico 2 , inciso primero) entiende que e l atestado 
po licial no constituye un medio de prueba de los legalmente 
establec idos, ni puede calificarse de prueba al carecer de 
los requisitos de inmediac ión y contradicción que diferen­
cian un medio de prueba de un mero acto de investigación. 

b) ¿La conducción bajo la influencia de bebidas al­
cohólicas resulta probada a través del test de alcoholemia 
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realizado por los Agentes policiales cuando en él se han 
cumplido los requisitos reglamentarios aunque no se haya 
ratificado en el j uicio oral? Al atestado que contenga concre­
tamente los resu ltados de las pruebas de impregnación al­
cohólica, si no ha sido ratificado, tampoco cabe asignarle 
valor probatorio absoluto y directo. Esta materia no ha sido 
ajena a las decisiones del Tribunal Const itucional , y si cier­
tamente hay coincidencia en resaltar que estos atestados re­
visten algunas peculiaridades, no existe unanimidad en lo 
re lativo a su posible eficacia probatoria. 

a ') De un lado está la sentencia de 3 de octubre de 
1985 . En ella tras afirmarse en general que el atestado no 
raúficado carece de valor probatorio, agrega que tal conclu­
sión «tiene que ser matizada en aquellos casos en que en el 
atestado y en las diligencias policiales no se producen sim­
ples declaraciones de los inculpados o de los testigos, sino 
que se practica - preconstituyéndola- una prueba a la que 
puede asignarse laro sens/t un carácter pericial , cuando con­
curre además la circunstancia de la imposibilidad de su repe­
tición posterior. En este caso, aún dejando en claro que el 
atestado debe ser en e l correspondiente juicio ratificado por 
los Agentes que lo hayan levantado , hay que atribuir a Sil 

contenido no sólo el valor de denuncia para llevar a cabo 
nuevas actividades probaTorias si,1O tUI alcance probatorio 
por sí mismo siempre que haya sido practicada la prueba 
pericial precollstitllida con las necesarias garantías» (Fun­
damento jurídico 1, inciso último). 

b') Pero existen otras dos sentencias sobre este concre­
to tema: Las de 28 de octubre de 1985 y 30 de octubre de 
1985. En ta primera de ellas se expresa que «no cabe desco­
nocer la peculiaridad del ate:stado que incluye la realización 
de la denominada prueba de impregnación alcoh6lica. De 
un lado, contiene el resultado de un test practicado con ayu­
da de instrumelllal técnico especiali zado al que puede atri­
buirse el carácter de prueba peric ial loro sensu. y aun cuan­
do no constituye el único medio posible de invest igación 
del supuesto delict ivo, su carácter objeti vo le proporciona 
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una especial relevancia. De otro lado, resulta prácticamente 
imposible reproducir durante el juicio oral la prueba realiza­
da mediante los aparatos oficialmente autorizados, por refe­
rirse a una situación que no persiste hasta la celebración de 
la vista de la causa», Seguidamente la sentencia expone que 
«las anteriores consideraciones no pueden , empero, ll evar a 
la conclusión ~sostenida por el Ministerio Fiscal - de que 
en este supuesto el atestado adquiere automáticamente valor 
probatorio desde el punto de vista procesa!» , para concluir 
después afirmando que (da simple lectura o reproducción en 
el juicio oral del atestado en que consten los resultados del 
test alcoholométrico no puede por sí misma servir de funda­
mento a un falJo condenatorio; es preciso en tales casos que 
el test sea avalado o complemenrado en el curso del proceso 
para que pueda convertirse en prueba de cargo» (Fundamen­
to jurídico 4). Por su parte , la sentencia de 30 de ocrubre de 
1985 estab lece que es preciso reiterar que aún reconociendo 
la peculiaridad del atestado que contiene los resultados de 
la prueba de impregnaci6n alcoh6lica, derivada del carácter 
técnico de la misma y de la imposibilidad de reproducirla 
en el juicio oral, no cabe concluir que dicho atestado ad­
quiera por ello automáticamente valor probatorio desde e l 
punto de vista procesal. 

3. Elementos de prueba que han de complemell(ar eL test 
de la alcoholemia para su eficacia en juicio 

Como las diligencias constitutivas del atestado tienen el 
va lor procesal de denuncia, es claro que precisarán de una 
ulterior actividad probatoria dentro del procedimiento penal. 
También el test de alcoholemia incorporado al atestado poli­
cial al no tener la condición de medio de prueba ha de ser 
objeto de prueba. Y para ello , aparte la comparecencia de 
posibles testigos , nada mejor que la declarac ión de los 
Agentes policiales en el sumario y en el juicio oral , y no 
sólo para ralificar los datos del test de alcoholemia , sino, 
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eventualmente, para confirmar los signos externos de la in­
toxicación del conductor, sobre todo si no se acepta de 
modo absoluto la naturaleza de delito de ri esgo objetivo para 
el que prevé el artículo 340 bis, a), supuesto en que no 
sería bastante la existencia de un detemunado número de 
miligramos de alcohol en sangre . 

En esta línea, la sentencia del Tribuna] Constitucional 
de 4 de octubre de 1985 (Fundamenlo jurídico 2) denegó el 
amparo, pues existían elementos probatorios desvirtuadores 
de la presunción de inocencia. dado que el Juez penal «ha­
bía contado con una prueba documental -la utiliz.ada como 
cauce para rraer los resultados de la investigación del grado 
de impregnación alcohólica- y con una prueba testifical 
que no s6lo avaló aquella investigación, sino que compren­
dió además otros datos respecto a la conducción por el acu­
sado bajo el efecto de bebidas alcohólicas». 

Por su parte, otra sentencia del Tribunal Constitucional, 
la de 28 de octubre de 1985, ha establecido lo siguiente: 
«que el atestado policial , al tener mero valor de denuncia 
respecto al hecho constatado y al amor, debe ser objeto de 
ratificación en el juicio oral para que pueda considerarse 
prueba legítima de cargo , ya sea con relación a las declara­
ciones de los funcionarios, de los testigos o de los impu­
tados» (Fundamento jurídico 4, inciso primero); y con refe­
rencia explícita a la prueba de la alcoholemia, dice que «es 
preciso que el test sea avalado o complementado en el curso 
del proceso para que pueda convertirse en prueba de cargo; 
este criterio ha sido mantenido por este Tribunal en diversas 
ocasiones, y en el mismo sentido de garantizar la fiabilidad 
de la mencionada prueba y su valor probatorio en el proceso 
penal, han de entenderse las vías sei'ialadas por la jurispru­
dencia de los Tribunales españoles -como la declaración 
en el juicio oral de los funcionarios que levantaron el atesta~ 
do o la práctica del test alcoholométrico en presencia judi­
cial- así como las medidas previstas en olros ordenamien­
tos encaminadas a complementar dicha prueba con la confir­
mación de sus resu ltados a través de métodos que proporcio-
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nan un grado mayor de precisión, como la prácüca médica 
de un aná.lisis de sangre , la conservación de las muestras y 
el envío de los resu ltados a la aLlloridad judicial competen te; 
dentro de esta línea cabe considerar los análi sis clínicos pre­
vistos reglamentariamente en nuestro ordenamietHo» (Plln~ 

damenro jurídico 4 , párrafo final) . Por último, el Funda· 
memo jurídico 5 de esta sentencia se expresa del siguiente 
modo: «el comen ido del atestado no fue rarificado por los 
agentes de Tráfico. ni en la fase de instrucción ni en el 
juicio ora l, y en el proceso no figura prueba alguna de cargo 
que avale o complemente el resultado del test, por lo que no 
puede, por consigu iente, estimarse en este caso que el test 
de alcoholemia realizado por la Guardia Civ il de Tráfico 
constituya esa mínima actividad probatoria de cargo produ­
cida con las adecuadas garantías procesales que ha de servir 
de base para desv irtuar la presunción de inocencia)) , 

En el mismo sentido que la anterior, la sentencia de 30 
de octubre de 1985. expresa que (~ Ia simple lectura o repro­
ducción en el juicio oral del atestado en e l que consta e l 
resultado de la prueba acoho lométrica no puede servir por 
sí misma de fundamento a un fallo condenatorio; en tales 
casos el test tiene que ser avalado o complementado en e l 
curso del proceso para que pueda convertirse en prueba de 
cargo y corno la actividad probatoria realizada se limitó a la 
confesión del inculpado en el juicio oral que no versó sobre 
e l resultado del test aIcoholométrico , no puede afirmarse 
que el test de alcoholemia efectuado por la Guardia Civi l de 
Tráfico constiruya una prueba de cargo producida con las 
adecuadas garantías procesales que pueda servir de base 
para desvirtuar la presunción de inocencia» (Fundamentos 
jurídicos 2 y 3). 

IV. CONCLUS IONES PRÁCTICAS 

Hasta aquí se han anali zado. desde una perspectiva 
consti tucional, dos aspectos que se juzgan fundamentales: 
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uno está representado por los presupuestos dirigidos a con­
firmar que las pruebas de detección alcohólica se han reali­
zado con las máx imas garant ías. y otro, que han concurrido 
las requisitos indispensables para que aquéllas adquieran va­
lor probatorio. Ahora, y ya en el orden práctico , tenemos 
que referimos a la forma en que ha de constar la prueba de 
impregnación a.lcoh6lica y a las circunstancias necesarias 
para que las investigaciones aJcoho lomélricas constituyan la 
mínima actividad probatoria excluyente de la presunción de 
inocencia. 

l . En los partes de alcoholemia, ya procedan de las 
Policías municipales o de la Guardia Civil de Tráfico. es 
imprescindible que consten las siguientes notas: 

Nombre y apellidos del sometido a prueba. 
- Matrícula del vehículo conducido. 
- Tdentificación suficiente de los Agentes policiales ac-

ruantes . 
- Especificación del alcoholómetro de precisión utili­

zado en la práctica de la prueba. 
- Lugar y fecha -Con expres ión de la hora, día y 

año- en que la prueba se verificó. 
- Resultado de las pruebas efectuadas. 
- Constancia de haberse infonnado al interesado del 

derecho que le asiste a realizar una segunda prueba COIl apa­
rato de precisión con un intervalo de JO minutos, del dere­
cho a contrastar los resultados mediante análj sis cJínico~, 
así como de la sanción administrativa que acarrea la negali · 
va a practicar la prueba. 

- Conformidad , en su caso, del sometido a la detec· 
ción alcohólica con los resultados obtenidos, así como la 
firma del mismo. 

2. Como el hecho de la conducción bajo la influencia 
de bebidas alcohólicas, recogido en el dato objetivo del gra· 
do de alcoholemja incorporado al atestado ha de probarse 
para que pueda quedar eliminada la presunción de ¡nocen· 



           
     

        
         

           
         

           
           

  
         

         
       

          
         

          
        

        
           

         
            

           
  

      

     

          
   

- 386 -

cia, en la instrucción del procedimiento penal y en el juicio 
oral deberán constar como diligencias: 

- Confesión o reconocimiento de la ingestión alcohóli ~ 

ca previa a la conducción por parte del interesado. 
- Declaración durante el proceso o en el juicio oral de 

los Agentes policiales que intervinieron en la retención del 
conductor y en la prueba de alcoholemia, para, en este últi­
mo caso, que confinnen su resultado y los requisiloS que la 
hacen eficaz. 

- Declaración de los posibles testigos que puedan rali­
ficar el test alcoholornétrico merced a los signos ex ternos 
de una posible embriaguez en el conductor. 

Por la Fiscalía General del Estado se dará traslado al 
Ministro del Interior del contenido de la presenre Circular, 
a efectos de que pueda ser conocida y, especialmente obser­
vadas sus conclusiones prácticas. por los funcionarios que 
de él dependan relacionados directamente con la circulación 
vial; por su pane y con la misma finalidad apuntada, los 
Fiscales en sus respect ivas provincias la transmitirán en ar­
monía con el anículo 4,4.°, del Estatuto a las Jefaturas de 
las Agrupaciones de la Guardia Civil del Tráfico y de la 
Pollcfa Municipal. 

Madrid, l4 de febrero de 1986. 

EL FISCAL GENERAL DEL ESTADO 

Excmos. e Urnas. Sres. Fiscales Jefes de las Audiencias Te­
nitoriales y Provinciales . 


